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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 22 DE JUNIO AL 6 DE JULIO DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

JUNIO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017287  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXIX/2018 (10a.)  
 
VOLUNTAD PROCREACIONAL. SU FUNDAMENTO DERIVA DEL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL 
Y CONVENCIONAL DEL DERECHO A LA IDENTIDAD DE UN MENOR DE EDAD. 
 
La voluntad procreacional es uno de los factores determinantes para la constitución del vínculo filial 
del menor nacido bajo el tratamiento de inseminación artificial heteróloga, con el cónyuge o 
concubino varón, y para que éste jurídicamente quede vinculado a todas las consecuencias de 
derecho de una auténtica relación paterno-filial. Esta voluntad se protege bajo el amparo del 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y constituye el fundamento 
de una relación de filiación entre el hijo así concebido y el esposo o concubino de quien es su madre; 
lo que impedirá que éste posteriormente pueda entablar acción de impugnación de la paternidad, 
pues se considera que quien actúa así, contradice los parámetros de la buena fe objetiva, al 
comportarse en forma incoherente con sus precedentes determinaciones. Por el contrario, si el 
marido no brindó su consentimiento al procedimiento de inseminación realizado con material 
genético de un tercero donante, se estima que le asiste el derecho de impugnar la paternidad del 
menor que nació bajo dicho procedimiento. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017286  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. LXXX/2018 (10a.)  
 
VOLUNTAD PROCREACIONAL. FORMA EN LA QUE DEBE ACREDITARSE CUANDO LA LEGISLACIÓN 
RESPECTIVA NO REGULA LA FORMA EN LA QUE DEBA OTORGARSE (CÓDIGO CIVIL DEL DISTRITO 
FEDERAL APLICABLE EN LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Para que se produzca el efecto de la filiación del varón con el niño o la niña que nació bajo un 
procedimiento de inseminación artificial heteróloga, es necesario que el varón manifieste su 
voluntad procreacional para que la mujer se someta a ese tratamiento; es decir, este aspecto 
volitivo debe estar acreditado, pues dicho acto no sólo tendrá implicaciones para quien la otorga, 
sino que impactará de manera significativa en los derechos de identidad del menor nacido bajo ese 
procedimiento. En este sentido, al no haber en el Código Civil para la Ciudad de México una 
regulación específica en cuanto a la forma en cómo debe expresarse esa voluntad y, por tanto, para 
otorgar el consentimiento para iniciar un proceso de inseminación artificial heteróloga, se debe 
acudir al precepto normativo que, de manera general, regula el consentimiento, en el caso 
particular, al artículo 1,803 que establece que la voluntad puede otorgarse de manera expresa o 
tácita. En ese punto, es importante aclarar que no se descarta la posibilidad de que ante la falta de 
regulación específica sobre ello, el operador jurídico pueda concluir que la prueba ideal para 
acreditar la voluntad procreacional, sea el documento donde conste la expresión de los cónyuges 
para someterse a ese tratamiento, expedido incluso previamente al sometimiento de la técnica de 
reproducción asistida; sin embargo, un exceso de formalidades podría producir un efecto contrario 
al deseado, en claro perjuicio del interés superior del menor. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017285  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXVIII/2018 (10a.)  
 
VOLUNTAD PROCREACIONAL. CONSTITUYE UN FACTOR DETERMINANTE EN LA FILIACIÓN DE UN 
NIÑO O UNA NIÑA QUE NACIÓ BAJO UN PROCEDIMIENTO DE INSEMINACIÓN ARTIFICIAL 
HETERÓLOGA. 
 
La inseminación artificial heteróloga es aplicada a una mujer que es fecundada con un material 
genético de un donador anónimo; por lo que en un círculo familiar, el hijo producto de una 
inseminación de ese tipo no tendrá biológicamente un material genético compatible con el cónyuge 
varón; siendo éste el escenario, lo que se debe acreditar es si los cónyuges otorgaron su voluntad 
para que la mujer fuera inducida bajo ese tratamiento, ya que en caso afirmativo, jurídicamente se 
tendrá una filiación con el hijo que nazca de dicha técnica de reproducción asistida y, en 
consecuencia, respecto del padre, surgirá un parentesco igual a aquel que normalmente se adquiere 
por consanguineidad; así, cuando en el ejercicio de un derecho en su dimensión de pareja, existe 
consentimiento de ellos para someterse a una inseminación artificial heteróloga, lo que se está 
dirigiendo es la voluntad consensuada de ambos, para ejercer su derecho a decidir de manera libre, 
responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos, ello a pesar de que entre 
el cónyuge varón y el menor no existan lazos genéticos; a este consentimiento del padre se le conoce 
como voluntad procreacional, que es el deseo de asumir a un hijo como propio aunque 
biológicamente no lo sea. Esta postura supera la idea de identidad como sinónimo de vínculo 
biológico o genético y, en cambio, inspira el contenido del derecho a la identidad en sentido amplio, 
inclusive de aspectos que se vinculan con la identidad en sentido dinámico. Por ello, en la 
inseminación artificial heteróloga, la voluntad procreacional es uno de los factores determinantes 
para la constitución del vínculo filial del menor nacido bajo ese tratamiento con el cónyuge o 
concubino varón, y para que éste jurídicamente quede vinculado a todas las consecuencias de 
derecho de una auténtica relación paterno-filial. Así, en el caso del hijo nacido con el consentimiento 
de la pareja, mediante una inseminación artificial heteróloga, la existencia de una liga biológica es 
innecesaria para el reconocimiento legal de la relación paterno-filial, pues en este caso, la realidad 
biológica cede o se torna irrelevante para establecer la filiación. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017281  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 14/2018 (10a.)  
 
SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. EL MINISTERIO PÚBLICO DEBE DAR 
INTERVENCIÓN AL MENOR INVESTIGADO, A SUS PADRES, A SUS TUTORES O A QUIENES EJERZAN LA 
PATRIA POTESTAD O LA CUSTODIA, ASÍ COMO A SU DEFENSOR PROFESIONISTA EN DERECHO, EN 
TODAS Y CADA UNA DE LAS DILIGENCIAS EN LAS QUE DIRECTA Y FÍSICAMENTE PARTICIPE O DEBA 
PARTICIPAR, SIEMPRE QUE LO PERMITA LA NATURALEZA DE ÉSTAS. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que en el sistema integral de justicia para 
adolescentes, previsto en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se regula que el menor a quien se le atribuye la comisión o participación en un hecho que la ley 
señale como delito goza de derechos y garantías que le asisten al estar sujeto a proceso; de igual 
manera, ha interpretado que el derecho a una defensa adecuada reconocido por el artículo 20 de la 
Constitución Federal, se garantiza desde el momento en que el detenido es puesto a disposición del 
Ministerio Público y tiene derecho a que en todo momento dentro de la etapa de investigación esté 
presente en las diligencias en las que directa y físicamente participe o deba participar, siempre que 
lo permita la naturaleza de éstas y esté asistido de un defensor que sea profesionista en derecho, 
quien velará porque se siga con apego a los principios del debido proceso. Así, tratándose del 
sistema integral de justicia para adolescentes, el Ministerio Público debe dar intervención al menor 
investigado, a sus padres, a sus tutores o a quienes ejerzan la patria potestad o la custodia, así como 
al defensor especializado en todas y cada una de las diligencias en las que directa y físicamente 
participe o deba participar, siempre que lo permita la naturaleza de éstas, es decir, en aquellas en 
las que de no estar presente se cuestione la certeza de un debido proceso, a efecto de salvaguardar 
su derecho a una defensa adecuada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 337/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 7 de febrero de 2018. La votación se dividió 
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en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver los juicios de amparo directo 913/2010, 951/2010, 
881/2010, 991/2010 y el amparo en revisión 380/2010, que dieron origen a la tesis jurisprudencial 
XX.3o. J/3 (9a.), de rubro: "JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. LA OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO 
DE OTORGAR AL MENOR DETENIDO EN FLAGRANCIA SU PARTICIPACIÓN EN LAS DILIGENCIAS DE 
AVERIGUACION PREVIA, PARA QUE INTERROGUE A LOS QUE DEPONEN EN SU CONTRA Y SE 
ENCUENTRE ASISTIDO EN TODO MOMENTO POR UN DEFENSOR ESPECIALIZADO, ORIGINA LA 
NULIDAD DE LAS DILIGENCIAS RECABADAS EN DICHA ETAPA INDAGATORIA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE CHIAPAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, página 2160, con número de registro digital: 160297. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito, al resolver los amparos en revisión 
193/2016, 194/2016, 212/2016 y 213/2016, determinó que no es necesario que el menor o su 
defensor intervenga en todas las actuaciones que se efectúen, sino sólo en aquellas en las que se 
tenga como finalidad hacer valer esa prerrogativa, esto es, que pueda cuestionar el desahogo de la 
probanza o su ilegal perfeccionamiento. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del catorce de marzo de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de junio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017276  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 39/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO LOS AGRAVIOS TENDENTES A 
COMBATIR LA DECLARATORIA DE INOPERANCIA DEL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD CUYO 
ESTUDIO FUE OMITIDO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO RESULTEN IGUALMENTE 
INOPERANTES. 
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Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte 
que el objeto de estudio del recurso de revisión en los juicios de amparo directo comprende las 
llamadas cuestiones "propiamente constitucionales", entendiéndose éstas como las referentes a la 
interpretación directa de normas constitucionales o las que aborden la validez de normas generales. 
Al respecto, la procedencia del recurso referido requiere escenarios en los que la cuestión 
constitucional: 1) se plantee por la quejosa y haya sido estudiada por el tribunal colegiado de 
circuito; 2) se haya planteado por la quejosa y el estudio respectivo haya sido omitido por el órgano 
colegiado; y, 3) no haya sido planteada por la quejosa, pero abordada oficiosamente por el tribunal 
colegiado de circuito. En el segundo escenario, es posible que la omisión de estudio se justifique por 
un impedimento jurídico aludido por el tribunal colegiado de circuito, que lo lleve a calificar los 
planteamientos respectivos como inoperantes, insuficientes o inatendibles. Al respecto, el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 26/2009, de rubro: 
"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL 
ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR 
DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO.", sostuvo 
que, por regla general, el recurso de revisión procede en este supuesto. En ese sentido, el criterio 
anterior fue desarrollado por la Primera Sala de este alto tribunal en la jurisprudencia 1a./J. 48/2014 
(10a.), de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU PROCEDENCIA (INTERPRETACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 26/2009).", conforme a la cual se precisó que el requisito de procedencia en 
estos casos consiste en que, ante la calificación de un planteamiento de constitucionalidad como 
inoperante, es necesario que existan agravios tendentes a combatir dicha calificativa pues, en caso 
contrario, el recurso tendrá que desecharse. No obstante, aun cuando se hayan formulado agravios 
contra la calificativa de inoperancia, la procedencia del recurso de revisión estará sujeta a que éstos 
no resulten inoperantes, insuficientes o inatendibles, con base en un estudio preliminar. En otras 
palabras, es insuficiente que se combata la calificativa de inoperancia de los conceptos de violación 
sobre cuestiones de constitucionalidad para que el recurso de revisión sea procedente, pues debe 
exigirse, además, que los agravios contra dicha calificativa no resulten, a su vez, inoperantes. De ahí 
que el recurso de revisión en amparo directo sea improcedente cuando los agravios tendentes a 
combatir la declaratoria de inoperancia del tema de constitucionalidad cuyo estudio fue omitido por 
el tribunal colegiado de circuito resulten igualmente inoperantes. Por otra parte, si los agravios 
contra la calificativa de inoperancia resultan preliminarmente atendibles, su estudio corresponderá 
a un análisis de fondo y, en caso de ser fundados, con base en el artículo 93 de la Ley de Amparo, 
deberá estudiarse la cuestión de constitucionalidad omitida por el tribunal colegiado de circuito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1855/2015. Israel García Sánchez y otra. 20 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 7178/2016. Juan Valdez Santacruz. 9 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
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Amparo directo en revisión 179/2017. María Rosalía Martínez Bahena. 9 de agosto de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 2138/2017. Ramón Arellano Ceballos. 30 de agosto de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 83/2017. Procuraduría Federal del Consumidor. 27 de septiembre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 26/2009 y 1a./J. 48/2014 (10a.) citadas, se publicaron en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, mayo de 2009, página 
6, registro digital: 167180 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 
a las 12:30 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 7, junio de 2014, Tomo I, página 287, registro digital: 2006594, respectivamente. 
 
Tesis de jurisprudencia 39/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de trece de junio de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de junio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017270  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXII/2018 (10a.)  
 
ROBO DE VEHÍCULO EN SU MODALIDAD DE DESMANTELAMIENTO. EL ARTÍCULO 375, FRACCIÓN I, 
DEL CÓDIGO DE DEFENSA SOCIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EL 22 DE MAYO DE 2013 EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL, QUE LO PREVÉ, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
 
El precepto citado al prever, entre otros supuestos, que se impondrá la sanción establecida en la 
fracción V del artículo 374 del Código de Defensa Social del Estado de Puebla (de seis a doce años 
de prisión y multa de quinientos a dos mil días de salario mínimo) a quien desmantele algún vehículo 
robado, no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en que la gravedad de la pena 
debe ser proporcional al hecho antijurídico y al grado de afectación al bien jurídico protegido, ya 
que del análisis comparativo de las penas correspondientes a los delitos que atentan contra el 
patrimonio, se advierte que el delito de robo de vehículo en su modalidad de desmantelamiento, se 
ubica en el rango de las penas que deben imponerse por la comisión de aquellos delitos. Esto es, 
porque no existe una pena irrazonable o evidentemente desproporcionada entre la del delito 
regulado en el artículo 375, fracción I, y el resto de las penas previstas para el robo de vehículo en 
sus diversas modalidades; además, el legislador, en su legitimidad democrática, tiene un amplio 
margen de apreciación para instrumentar la política criminal y establecer el contenido de las normas 
penales de sanción; en ese sentido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
afirmado que tanto la gravedad de la conducta como la cuantía de la pena, no sólo están 
determinadas por el bien jurídico tutelado, sino también por la incidencia del delito o la afectación 
que genera a la sociedad. De ahí que, si se toma en cuenta que la intención del legislador fue 
desincentivar la comisión del delito de desmantelamiento de vehículo robado, debido a su alta 
incidencia en el Estado de Puebla, también puede afirmarse que la pena pecuniaria de quinientos a 
dos mil días de salario mínimo es constitucional, aun cuando resulta ligeramente superior a la 
establecida para otros delitos, ya que atiende a la política criminal instrumentada con la finalidad 
de erradicar estas conductas y sus consecuencias. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 562/2017. Gilberto Tomás Sánchez Briones y otra. 6 de septiembre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucia Piña Hernández, quien votó 
con el sentido, pero contra las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Julio César Ramírez Carreón. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017269  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXI/2018 (10a.)  
 
ROBO DE VEHÍCULO EN SU MODALIDAD DE DESMANTELAMIENTO. EL ARTÍCULO 375, FRACCIÓN I, 
DEL CÓDIGO DE DEFENSA SOCIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EL 22 DE MAYO DE 2013 EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL, QUE LO PREVÉ, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 



 

9 
 

El precepto citado, no transgrede el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, en su 
vertiente de taxatividad, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual exige que los textos legales en los que se recogen las normas 
sancionadoras describan con suficiente precisión las conductas prohibidas y las sanciones que se 
impondrán a quienes incurran en ellas. Lo anterior es así, porque otorga certeza jurídica a los 
gobernados, sobre la conducta que constituye dicho delito, consistente en el robo de un automóvil, 
en su modalidad de desmantelamiento, y en consecuencia, también resulta claro y preciso el 
parámetro de punibilidad que habrá de considerarse al consumarse la misma, esto es el previsto en 
el 374, fracción V, del mismo ordenamiento legal (de seis a doce años de prisión y multa de 
quinientos a dos mil días de salario mínimo). 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 562/2017. Gilberto Tomás Sánchez Briones y otra. 6 de septiembre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucia Piña Hernández, quien votó 
con el sentido, pero contra las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Julio César Ramírez Carreón.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017267  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 9/2018 (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN EN RELACIÓN CON 
EL AVALADO, NO LO HACEN RESPECTO DEL AVALISTA, QUIEN ES UN OBLIGADO CAMBIARIO MÁS 
DEL TÍTULO DE CRÉDITO. 
 
La interpretación del artículo 166 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito que 
establece, entre otras cosas, que las causas que interrumpen la prescripción respecto de uno de los 
deudores cambiarios, no la interrumpen respecto de los otros, salvo que se trate de los signatarios 
de un mismo acto que por ello resulten obligados solidariamente; debe entenderse necesariamente 
a la luz de la solidaridad –que es la propia del derecho cambiario– y que existe entre el avalado y el 
aval, prevista en los artículos 114 y 154 del mismo ordenamiento legal. Dicha solidaridad consiste 
en que todos los obligados cartulares (ya sea porque asumen la misma obligación cartular directa 
de pago, la derivada del endoso o del aval), responden solidariamente frente al portador legítimo y 
ninguno de ellos puede oponer el beneficio de orden y excusión, por lo que la expresión "signatarios 
de un mismo acto" atiende a la circunstancia por la cual, en un mismo acto cambiario, participan 
varias personas por ejemplo: dos libradores, dos personas que endosan al mismo tiempo un título, 
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dos o más avalistas, dos o más aceptantes; pero ello de ninguna manera significa que se trate de 
actos suscritos en la misma fecha o realizados previamente a la circulación del título de crédito. Por 
tanto, si se parte del entendido de que la suscripción del título de crédito y el aval son dos actos 
jurídicos diferentes, resulta inconcuso que las causas que interrumpen la prescripción de la acción 
cambiaria en relación con el obligado principal o librador, no son útiles para obstaculizarla por lo 
que toca al aval; de ahí que, en estos casos, no opera la excepción prevista en la segunda parte del 
artículo 166 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 97/2017. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 15 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
82/2011, que dio origen a la tesis aislada III.5o.C.181 C, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCION 
CAMBIARIA DIRECTA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN EN RELACIÓN CON EL OBLIGADO 
PRINCIPAL, NO LO HACEN EN FUNCIÓN DEL AVAL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 1410, con número de 
registro digital: 161243. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 275/2015, 
que dio origen a la tesis aislada XXIV.2o.1 C (10a.), de título y subtítulo: "PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN OPERAN TANTO PARA EL 
AVALISTA COMO PARA EL AVALADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, página 2111, con número de registro 
digital: 2011161. 
 
Tesis de jurisprudencia 9/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de siete de marzo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de junio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017264  
Instancia: Primera Sala  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 17/2018 (10a.)  
 
PERSONA MORAL OFICIAL. CUANDO TIENE EL CARÁCTER DE DEMANDADA EN UN JUICIO, CUENTA 
CON LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE DECLARA INFUNDADA LA EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA. 
 
Conforme a la interpretación del artículo 7o. de la Ley de Amparo, que exige acreditar una afectación 
patrimonial y una relación jurídica en un plano de igualdad, se concluye que tratándose de la 
impugnación de un acto dictado dentro de juicio, como lo es la resolución que declara infundada la 
excepción de incompetencia, las autoridades demandadas cuentan con legitimación para promover 
el juicio de amparo indirecto, cuando: i) de la relación jurídica que da origen al acto reclamado se 
advierte que es una resolución dictada por un Juez en un juicio en el que la autoridad tiene el 
carácter de demandada; ii) de la relación que subyace al acto reclamado se advierte que la acción 
de origen se refiere a un reclamo de derecho privado que se dirime por un tribunal y la autoridad 
no pretende defender un acto emitido dentro de las funciones públicas que le son encomendadas; 
iii) de la afectación patrimonial que ocasiona el acto reclamado deriva la transgresión del conjunto 
de derechos que la autoridad pretende defender en el juicio de origen, en su carácter de 
demandada; y, iv) de la afectación patrimonial que ocasiona el acto reclamado se advierte la posible 
afectación monetaria que le podría ocasionar la pérdida del juicio, como acontecería en los juicios 
en los que se demanda el pago de una cantidad determinada o la prescripción de un inmueble que 
se encuentra dentro de su esfera jurídica. Además, el referido estudio de legitimación no puede 
limitarse a las afectaciones procesales que produce el acto reclamado, sino que es necesario analizar 
la afectación a la debida defensa que se le ocasionaría derivada de la improcedencia del amparo. 
No debe pasar inadvertido que el estudio se limita a precisar las condiciones de legitimación de la 
autoridad para acudir al juicio de amparo en términos del artículo 7o. de la Ley de Amparo; por lo 
que el órgano jurisdiccional deberá realizar un análisis independiente respecto de la procedencia 
del juicio, en términos del artículo 107, fracciones V y VIII, de la propia ley. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 289/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito. 31 de enero de 2018. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el 
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amparo en revisión 749/2016 (cuaderno auxiliar 64/2017), sostuvo que es procedente el juicio de 
amparo promovido por las personas morales oficiales cuando impugnan cuestiones de carácter 
intraprocesal, como es el caso de la resolución que declara improcedente la excepción de 
incompetencia por declinatoria planteada en el juicio en el que se le demandó la prescripción 
positiva de un inmueble, en virtud de que actúan en un plano de igualdad con el particular al estar 
en disputa la titularidad de un bien inmueble que es de su propiedad, lo que implica que en el juicio 
se ventila una cuestión de índole patrimonial y, por ende, susceptible de un perjuicio económico, 
por lo que debe obtener los mismos derechos que las personas de derecho privado, es decir, las 
mismas oportunidades de participación dentro del procedimiento. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 1392/2016 (cuaderno auxiliar 20/2017), sostuvo que 
resulta improcedente el juicio de amparo promovido por las personas morales oficiales cuando 
impugnan cuestiones de carácter intraprocesal, como es el caso de la resolución que declara 
improcedente la excepción de incompetencia por declinatoria planteada en el juicio en la que se le 
demandó un contrato administrativo de obras públicas y servicios, puesto que si bien es cierto que 
compareció a juicio en un plano de igualdad frente al actor, en la medida en que se sometió a la 
jurisdicción y decisión del Juez de lo mercantil, actualizándose el primer supuesto previsto en el 
artículo 7o. de la Ley de Amparo, también lo es que no se surte el segundo requisito consistente en 
que el acto reclamado afecte su patrimonio, en virtud de que la controversia de origen únicamente 
se limita a resolver un aspecto estrictamente procesal relativo a la competencia, ya que el objeto de 
impugnación en aquel juicio sólo fue la excepción de competencia por declinatoria. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del catorce de marzo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de junio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017257  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXII/2018 (10a.)  
 
MEDIOS PREPARATORIOS A JUICIO. EL ARTÍCULO 1165, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. 
 
El precepto citado establece, entre otras cuestiones, que si después de realizadas hasta un máximo 
de cinco búsquedas del deudor por el actuario o ejecutor, aquél no fuera localizado, se darán por 
concluidos los medios preparatorios a juicio, devolviéndose al interesado los documentos exhibidos 
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y dejando a salvo sus derechos para que los haga valer en la vía y forma que corresponda. Ahora 
bien, dicho artículo data de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de mayo 
de 1996, por la que se reformaron diversos ordenamientos, y de su exposición de motivos se 
advierte que uno de los principales propósitos fue garantizar la impartición de justicia pronta y 
expedita, para lo cual, se propuso acabar con la aplicación de figuras que, al no estar debidamente 
articuladas, ocasionaban dilaciones en los juicios, como ocurría con los medios preparatorios a 
juicio, pues antes de dicha reforma no se preveía la hipótesis de que el deudor no fuera localizado 
y, por ende, no existía una limitante al número de búsquedas que debían realizarse para lograr su 
localización; esto es, por la forma en que estaban articulados los medios de prueba, los 
procedimientos se mantenían en la indefinición jurídica, al dificultarse a los juzgadores emitir una 
resolución final, lo que además traía como consecuencia un retardo en la impartición de justicia que 
otras controversias ameritaban. De ahí que el artículo 1165, párrafo tercero, del Código de Comercio 
no contraviene el derecho de acceso a la jurisdicción reconocido por el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues al establecer un límite a la búsqueda del deudor en 
los medios preparatorios a juicio, no sólo persigue un fin de orden constitucional, como es la pronta 
impartición de justicia, sino que además, la limitación en el número de búsquedas resulta razonable 
y proporcional, pues si bien ese número puede limitar de forma indirecta el acceso a la jurisdicción, 
lo cierto es que no deja en estado de indefensión a quien intenta dichos medios, pues cinco 
búsquedas representan suficientes oportunidades para lograr localizar al deudor, máxime si se tiene 
en consideración que es el propio acreedor quien proporciona los domicilios en los que puede 
localizarse al deudor, pero además, dentro de los propios medios preparatorios puede solicitar que 
dicho domicilio se investigue a través de dichas autoridades; por ello si después de las búsquedas 
no se localiza al deudor, es lógico que los medios preparatorios se den por concluidos, ya que éstos 
no pueden prolongarse de forma indefinida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 389/2017. Laboratorios Agroenzymas, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en su ausencia hizo suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017238  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXIII/2018 (10a.)  
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ESTÍMULO FISCAL. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 
DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 
2015, QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE COMPETITIVIDAD O LIBRE 
CONCURRENCIA. 
 
El artículo citado al prever el beneficio consistente en efectuar la deducción inmediata de la 
inversión de bienes nuevos de activo fijo a los porcentajes establecidos en el citado numeral, en 
lugar de las previstas en los artículos 34 y 35 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, deduciendo en 
el ejercicio en el que se adquieran los bienes, no vulnera el principio de competitividad o libre 
concurrencia, establecido en los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues éstos sólo regulan los lineamientos rectores del desarrollo económico 
nacional, que orientan las políticas públicas para propiciar un mayor crecimiento, incluso, el 
establecimiento o la eliminación de ciertos beneficios en los esquemas tributarios, como el 
contenido en la norma reclamada. Además, es al órgano legislativo a quien le corresponde organizar 
y conducir el desarrollo nacional, por lo que válidamente puede diseñar estímulos fiscales a favor 
de determinados sujetos, fines y efectos sobre la economía, precisando las áreas de interés general, 
estratégicas y/o prioritarias que requieren algún tipo de beneficio o intervención a efecto de 
fomentarla por interés social o económico nacional, lo cual no implica que el establecimiento de 
estímulos, su imposición, modificación, incluso, su derogación tenga una afectación a los principios 
rectores de la economía nacional, pues es el propio legislador, quien en ejercicio de sus atribuciones, 
determina si la economía nacional debe continuar manteniendo o no un determinado beneficio 
fiscal, como lo es el estímulo concedido a través del artículo tercero, fracciones II, III y IV, de las 
Disposiciones de Vigencia Temporal del Decreto de Reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015. Esto es, en atención a 
ese ámbito de configuración del que libremente goza el legislador en materia de estímulos fiscales, 
es éste quien determina cuáles sectores de la economía requieren de un impulso y los que no, o 
bien, cuándo considera viable que deban restringirse, limitarse o, incluso, derogarse, sin que se 
requiera de una motivación reforzada y de un control estricto por parte de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, a efecto de no anular la referida libertad y no interferir en las competencias 
propias de otros poderes de la Unión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1251/2016. Propimex, S. de R.L. de C.V. y otras. 23 de agosto de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 206/2017. Hella Automotive México, S.A. de C.V. 18 de octubre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero contra consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Néstor Rafael Salas 
Castillo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017235  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Común, Civil)  
Tesis: 1a. LXXIV/2018 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL PRACTICADO EN EL DOMICILIO CONVENCIONAL 
SEÑALADO EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 31/2008. 
 
El criterio jurisprudencial citado estima válido que el emplazamiento pueda practicarse en el 
domicilio convencional señalado por las partes en el contrato base de la acción, sin embargo, no 
tiene el alcance de validar la notificación que en esos casos se realice, cuando una vez intentada, el 
respectivo domicilio no corresponda, ni menos aún, el de permitir que en dichos supuestos pueda 
procederse de inmediato a la notificación por edictos sin un esfuerzo previo de la autoridad judicial 
para localizar el domicilio correcto de la persona que deba emplazarse, pues el derecho fundamental 
de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos sólo puede garantizarse si se realiza un esfuerzo de investigación del domicilio correcto, 
antes de llegar al extremo de imponer una notificación por la vía excepcional de los edictos. 
Consecuentemente, la jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
1a./J. 31/2008 sólo es aplicable para validar notificaciones realizadas en un domicilio convencional, 
cuando éste resulte cierto y actual, pues de lo contrario, el derecho fundamental referido obliga a 
que se busque certeza, previa investigación, respecto del domicilio en el que se realice la primera 
notificación en un juicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1397/2015. María Guadalupe Castellanos Vázquez. 30 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 31/2008 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 200, registro digital: 
169507, con el rubro: "EMPLAZAMIENTO. ES VÁLIDO PRACTICARLO EN EL DOMICILIO 
CONVENCIONAL CUANDO EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN ASÍ LO HAYAN SEÑALADO LAS 
PARTES (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL)."  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017232  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXVI/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA REPRODUCCIÓN ASISTIDA. FORMA PARTE DEL DERECHO A DECIDIR DE MANERA 
LIBRE, RESPONSABLE E INFORMADA, SOBRE EL NÚMERO Y EL ESPACIAMIENTO DE SUS HIJOS, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
 
Tanto hombres como mujeres tienen el derecho a decidir de manera libre, responsable e informada, 
sobre el número y el espaciamiento de sus hijos; este derecho está protegido por el Estado mexicano 
y encuentra sustento en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, cuyo artículo 16 consagra el derecho que 
tienen todos los hombres y mujeres de fundar una familia, señalando que ésta es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. De 
acuerdo con lo anterior, la decisión de tener hijos a través del empleo de las técnicas de 
reproducción asistida, pertenece a la esfera más íntima de la vida privada y familiar de una pareja, 
y la forma en cómo se construye esa decisión, es parte de la autonomía de la voluntad de una 
persona. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017231  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXV/2018 (10a.)  
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DERECHO A LA IDENTIDAD DE UN MENOR. NO SÓLO LO CONSTITUYE LA POSIBILIDAD DE RECIBIR 
INFORMACIÓN SOBRE SU NOMBRE, NACIONALIDAD Y FILIACIÓN, PUES A PARTIR DEL 
RECONOCIMIENTO DE ESTOS DERECHOS SE PUEDEN DERIVAR OTROS. 
 
El derecho humano a la identidad está protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y por otros instrumentos internacionales, que constituye un derecho por ser un 
elemento que le es inherente al ser humano y que puede comprender otros derechos, como el 
derecho al nombre, a la nacionalidad y a conocer su filiación y origen; sin embargo, el núcleo esencial 
no sólo lo constituye la posibilidad de solicitar y recibir esa información, sino en que a partir de esos 
derechos se pueden derivar otros distintos, como son los de alimentación, educación, salud y sano 
esparcimiento. Así, el papel que juega el derecho a la identidad en los juicios de desconocimiento 
de paternidad es, en principio, un derecho de los menores, y no una facultad de los padres, por lo 
que si bien es cierto que en esos procedimientos se cuestiona el origen biológico, en determinadas 
circunstancias no se tiene que agotar con tal elemento, pues también existen otros a considerar, 
como la preservación en beneficio del menor de vínculos familiares, ello cuando no hay coincidencia 
entre el origen biológico y la filiación jurídica. De esta manera, el derecho a la identidad se tiene que 
adaptar a las circunstancias del caso concreto ya que puede interactuar con otros derechos, como 
el de protección a la familia o el propio interés superior del menor, todos protegidos por el Estado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017230  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXVII/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA IDENTIDAD DE UN MENOR. ELEMENTOS QUE SE DEBEN TOMAR EN CUENTA CUANDO 
EL NIÑO O LA NIÑA NACIÓ POR CONSECUENCIA DE UN TRATAMIENTO DE INSEMINACIÓN ARTIFICIAL 
HETERÓLOGA. 
 
El derecho a la identidad de un menor, contemplado en el artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, cuando se empleó un tratamiento por inseminación artificial 
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heteróloga, se dota de contenido bajo una doble connotación: en primer lugar, respecto de las 
consecuencias jurídicas que surgen por quienes se someten a esos tratamientos; y en segundo lugar, 
en relación con el impacto que se produce en los hijos nacidos bajo esas técnicas. Así, al estar en 
presencia de un tratamiento por inseminación artificial heteróloga, como técnica a través de la cual 
las personas tanto en lo individual como en pareja pueden ejercer su derecho a formar una familia, 
lo primero que habrá que verificar es en cuál de esas dimensiones (la individual o en pareja) se 
realizó el tratamiento; después de ello, resultará necesario determinar si existió o no 
consentimiento de la persona que no aportó material genético, pues ello constituirá uno de los 
elementos para integrar la filiación de un hijo nacido bajo esa técnica de reproducción asistida. 
Hecho lo anterior, el operador jurídico tendrá elementos para fijar las consecuencias jurídicas del 
acto, las cuales deberán ser asumidas, precisamente, bajo la doble connotación mencionada y 
tomando en cuenta que la mejor decisión será aquella que atienda al interés superior del menor. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017209  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 13/2018 (10a.)  
 
APELACIÓN ADHESIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1337 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. PROCEDE 
TRATÁNDOSE DE SENTENCIAS DEFINITIVAS, INTERLOCUTORIAS Y AUTOS. 
 
La incorporación de la apelación adhesiva al sistema de recursos en materia mercantil se encuentra 
en el artículo 1337 del Código de Comercio, en el que se establece quiénes son los sujetos 
legitimados para apelar una sentencia, entre los que se encuentra la parte vencedora, quien puede 
adherirse a la apelación interpuesta por aquel al que hubiera perjudicado la resolución. La 
circunstancia de que dicha disposición haga referencia expresa a la apelación de "sentencias" no 
debe entenderse en el sentido de que dicho recurso adhesivo se encuentra reservado a la 
impugnación de ese tipo de resoluciones pues, siendo éste un medio de impugnación accesorio, su 
procedencia está dada en función de la procedencia del recurso principal. Al respecto, del contenido 
de los artículos 1077, 1321, 1322 y 1323 del Código de Comercio, en relación con el artículo 220 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio, se 
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advierte que las resoluciones que puede pronunciar un juzgador son sentencias, ya sean definitivas 
o interlocutorias, autos y decretos; por otra parte, los numerales 1334 y 1340 de dicho código 
mercantil prevén que tanto los autos como las sentencias interlocutorias son apelables, si lo fueran 
las sentencias definitivas. Así, de una interpretación sistemática y funcional de los preceptos citados, 
se puede determinar que la apelación es procedente en contra de sentencias definitivas, 
interlocutorias y autos. Ahora bien, la fracción III del artículo 1337 del Código de Comercio prevé 
que la parte que venció puede adherirse a la apelación interpuesta al notificarle la admisión de ésta. 
Esto es, la apelación adhesiva surge para la parte que obtuvo resolución favorable y como 
consecuencia de que alguno de los sujetos que sufrió un perjuicio con la resolución interpone el 
recurso de apelación y es admitido. Por tanto, si la apelación principal es procedente contra 
sentencias definitivas, interlocutorias y autos, y la adhesión a la apelación depende de que la 
principal se interponga; entonces, dicho recurso accesorio es procedente también en contra de esas 
resoluciones judiciales. Sin que el vocablo "vencedor" justifique que la resolución impugnada se 
refiera exclusivamente a la sentencia definitiva, ya que en las sentencias interlocutorias y en los 
autos existe también oposición entre las partes durante la tramitación del juicio y la revisión de 
estas resoluciones no garantiza el pronunciamiento de una decisión favorable al recurrente, por lo 
que en ese tipo de fallos existe también un vencedor y un vencido. Por tanto, la apelación adhesiva 
es procedente contra sentencias definitivas, interlocutorias y autos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 32/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, 
actual Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito. 10 de enero de 2018. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 248/2004, sostuvo la tesis aislada 
VIII.4o.13 C, de rubro: "APELACIÓN ADHESIVA EN MATERIA MERCANTIL. ÚNICAMENTE PROCEDE 
RESPECTO DE SENTENCIAS DEFINITIVAS Y NO ASÍ EN AUTOS Y SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 
2005, página 1337, con número de registro digital: 178818. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 328/2016, sostuvo que en materia mercantil es procedente la 
apelación adhesiva en contra de sentencias interlocutorias, ello en virtud de que si bien el artículo 
1337 del Código de Comercio que regula la procedencia de la apelación principal adhesiva se refiere 
a "sentencias" en sentido lato, no debe interpretarse de manera restrictiva, sino conforme al diverso 
1321 del propio ordenamiento, que define que las sentencias son definitivas o interlocutorias. 
 
Tesis de jurisprudencia 13/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de catorce de marzo de dos mil dieciocho.  
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Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de junio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

JULIO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017367  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de julio de 2018 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 29/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. EL JUEZ DE CONTROL QUE DICTE EL AUTO DE VINCULACIÓN A 
PROCESO DEBE SER EL MISMO QUE CONOCIÓ DE LA IMPUTACIÓN Y LA SOLICITUD DE VINCULACIÓN 
POR EL MINISTERIO PÚBLICO. 
 
El artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla el principio de 
inmediación, el que comprende que toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que 
pueda delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas. A través de este 
principio se pretende que el juez esté en contacto permanente con las partes durante el desarrollo 
de su intervención en cualquier audiencia, puesto que dicha máxima no tiene aplicación únicamente 
durante la etapa de enjuiciamiento, sino que debe regir en las audiencias preliminares al juicio. Por 
otra parte, el artículo 19 de la Constitución Federal, regula bajo la nueva lógica del proceso penal el 
denominado auto de vinculación a proceso, el que se sitúa en la llamada audiencia inicial, mediante 
la cual el juzgador establece que hay méritos para iniciar un proceso penal en contra del imputado, 
pues en él se expresará el delito que se le impute, el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así 
como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que 
exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. En ese tenor, el 
hecho de que la audiencia en la que el fiscal formuló la imputación y solicitó la vinculación a proceso, 
sea suspendida a solicitud del imputado cuando se acoja al plazo constitucional del artículo 19 
constitucional, no justifica que en su continuación sea un juez distinto al que presenció la imputación 
y el ejercicio de motivación de los datos de prueba que realizó la fiscalía, quien resuelva la situación 
jurídica del imputado, porque si a través de sus sentidos el juzgador conoció la formulación de la 
imputación y los datos de prueba, no sería dable que sea un diverso juez quien resuelva la situación 
jurídica del imputado, ya que éste no percibió de viva voz las acciones u omisiones que se atribuyen, 
la declaración del imputado –en su caso– así como la referencia o recepción de los datos de prueba 
a cargo de la representación social, porque no estuvo en contacto directo con la fuente de la que 
emanaron. Además, la circunstancia de que sea un mismo juzgador el que conozca de la imputación, 
los datos de prueba y resuelva la vinculación, al tratarse de actos procesales íntimamente 
relacionados, implica transparentar la toma de decisiones, en la medida en que ese juez será quien 
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conozca totalmente la información sobre la que tomará la determinación de vincular o no a proceso, 
lo que reducirá el riesgo del error judicial. Actuar en contrario, podría trastocar los principios de 
continuidad y concentración, pues el objetivo es que la audiencia inicial tenga una secuencia lógica 
y se verifique en el menor tiempo posible, a fin de que el resolutor, por el poco tiempo transcurrido, 
tenga presente la totalidad de los argumentos de las partes y los datos de prueba, porque serán 
precisamente éstos los que le sirvan para fundar y motivar adecuadamente su determinación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 47/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer 
Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 22 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 132/2015, el 
cual dio origen a la tesis aislada número XXIII.3 P (10a.), de título y subtítulo: "AUDIENCIA DE LA 
FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN Y DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL HECHO DE QUE SEAN 
PRECIDIDAS POR JUECES DE CONTROL DISTINTOS NO VULNERA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN 
(NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE ZACATECAS).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, enero de 2016, página 3160, 
con número de registro digital: 2010942. 
 
El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 731/2013, el cual dio origen a la tesis aislada número XIII.P.A.5 P (10a.), de título 
y subtítulo: "INMEDIACIÓN. LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA DE VINCULACIÓN A PROCESO POR 
UN JUEZ DE GARANTÍA DISTINTO AL QUE CELEBRÓ LA DE FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN, VIOLA 
DICHO PRINCIPIO (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ORAL EN EL ESTADO DE OAXACA).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de septiembre de 2014 a las 9:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, septiembre de 2014, 
Libro 10, Tomo III, página 2433, con número de registro digital: 2007482. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 58/2012, el cual dio origen a la tesis aislada número XVII.2o.P.A.4 P 
(10a.), de rubro: "AUDIENCIAS DE FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN Y DE VINCULACIÓN A 
PROCESO. SI NO SE CELEBRAN POR EL MISMO JUEZ DE GARANTÍA, SE VIOLA EL PRINCIPIO DE 
INMEDIACIÓN (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA).", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre de 
2012, página 1512, con número de registro digital: 2001576. 
 
Tesis de jurisprudencia 29/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.  



 

22 
 

 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de julio de 2018 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de julio de 2018, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


